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DELEGACION DEL GOBIERNO EN CASTILLA-LA MANCHA

SECRETARIA GENERAL

JURADO PROVINCIAL DE EXPROPIACION FORZOSA
DE TOLEDO

Decisión ejecutoria de justiprecio

Por la presente le comunico que en su reunión de fecha 29 de
octubre de 2010 el Jurado Provincial de Expropiación Forzosa de
la provincia de Toledo, cuya composición se indica en anejo que
se acompaña, ha acordado por unanimidad, dictar la siguiente
decisión ejecutoria de justiprecio en relación con los bienes y
derechos expropiados en virtud de los expedientes de justiprecio
indicados en cuadro adjunto, cuyos datos comunes se exponen a
continuación:

Proyectos: Autovía A-40, tramos A-4 – Noblejas, Noblejas-
Villarrubia de Santiago, Villarrubia de Santiago-Santa Cruz de la
Zarza y Santa Cruz de la Zarza-Tarancón, y «acondicionamiento
de intersecciones N-400, punto kilométrico 88,40. Tramo: Toledo-
límite de la provincia de Cuenca».

Términos municipales: Ocaña, Noblejas, Villarrubia de Santiago
y Santa Cruz de la Zarza.

Administración expropiante: Demarcación de Carreteras del
Estado en Castilla-La Mancha.

Por economía procesal, celeridad y eficacia, se acuerda por
unanimidad que el Secretario notifique una sola vez la misma
decisión ejecutoria de justiprecio respecto de las fincas
descritas en listado adjunto a la Demarcación de Carreteras del
Estado en Castilla-La Mancha y al expropiado o representante
que haya/n sido afectados, o actúen en su nombre y
representación por cuenta de varias fincas incluidas en el
listado adjunto y/o para las que se señale el mismo domicilio
de notificaciones, excepto las liquidaciones y la documentación
aneja individualizada de cada finca expropiada, respecto de las
cuales, a la Demarcación de Carreteras del Estado en Castilla-
La Mancha se le notificarán todas las liquidaciones y
documentación aneja correspondientes a las fincas indicadas
en el cuadro adjunto, en tanto que a las partes expropiadas se
les notificarán únicamente las fichas individualizadas y la
documentación aneja de las fincas de su titularidad o sobre las
que ostenten representación o para las que se fije el mismo
domicilio de notificaciones.

«Antecedentes de hecho

Primero.–En los términos del artíuclo 52.3 de la Ley de
Expropiación Forzosa se levantaron las actas previas a la ocupación
de las fincas objeto de los expedientes referidos en el
encabezamiento de esta decisión ejecutoria.

Segundo.–Una vez abonados o consignados los depósitos
previos a la ocupación y el importe de los perjuicios derivados de
la rapidez de la ocupación, se levantaron las correspondientes
actas de ocupación definitiva de dichas fincas.

Tercero.–Respondiendo al requerimiento de la Demarcación
de Carreteras del Estado en Castilla-La Mancha, las partes
expropiadas presentan sus hojas de aprecio, en las que formulan
sus valoraciones, acompañándolas de las alegaciones y de los
documentos que han creído convenientes para la mejor
fundamentación de aquéllas.

Cuarto.–La Demarcación de Carreteras del Estado en Castilla-
La Mancha formula sus respectivas hojas de aprecio rechazando
las hojas de aprecio de las partes expropiadas y acompañándolas
también de las alegaciones correspondientes.

Quinto.–En tiempo y forma las partes expropiadas rechazan
las respectivas hojas de aprecio de la Beneficiaria, sobre la base
de las alegaciones y aportando los documentos que han creído
convenientes para la mejor fundamentación de aquéllas.

Sexto.–Dentro del plazo establecido en el artículo 30.2 de la
Ley de Expropiación Forzosa, las hojas de aprecio de la Beneficiaria
son rechazadas por los expropiados, remitiéndose el expediente a
este Jurado, en aplicación de lo dispuesto en el artículo 31 de la
Ley de Expropiación Forzosa.

Fundamentos de derecho
1.–Ley valorativa aplicable. Según la Disposición Final Cuarta

de la Ley 8 de 2007, de 28 de mayo, de suelo (B.O.E. número 128,
de 29 de mayo de 2007), dicha norma entró en vigor el 1 de julio de
2007. Según el apartado 1 de su Disposición Transitoria tercera,
«las reglas de valoración contenidas en esta Ley serán aplicables
en todos los expedientes incluidos en su ámbito material de
aplicación que se inicien a partir de su entrada en vigor».

Según las sentencias del Tribunal Supremo de 10 de mayo de
1999 (RJ 1999\7276), de 8 de octubre de 1999 (RJ 1999\8664) y de 6
de febrero de 1999 (RJ 1999\1700), «... es necesario distinguir entre
los criterios aplicables para valorar los bienes y derechos
expropiados y el momento al que debe referirse la valoración de
éstos, de manera que el artículo 36 de la L.E.F. (en nuestro caso,
artículo 20 de la Ley 8 de 2007) fija el tiempo de la tasación, que no
es otro que el de la iniciación del expediente de justiprecio, pero
no determina cuál sean los criterios legales de valoración, que
han de ser, como declaramos en la citada sentencia, los que rigiesen
al tiempo de incoarse el expediente expropiatorio, los cuales
vendrán impuestos por la legislación aplicable al cálculo del
justiprecio según la expropiación de que se trate...

...si tenemos en cuenta que los criterios de valoración, a efectos
de fijar el justiprecio, no pueden quedar al arbitrio de la
administración expropiante, y así sería si se aplicase la legalidad
vigente al tiempo de iniciarse la pieza de justiprecio, la cual, como
en este caso, podría demorarse respecto del momento legalmente
previsto (artículos 25 y 52.6 y 7 de la Ley de expropiación forzosa
y 28 de su Reglamento), el trámite procedimental más cierto y
seguro para aplicar uno u otro ordenamiento valorativo es el de la
incoación del expediente expropiatorio.

Tampoco se puede olvidar que el expediente de justiprecio no
es sino una pieza del complejo expediente expropia todo (artículos
26.1 de la L.E.F. y 29.1 de su Reglamento), y, en consecuencia, el
principio de irretroactividad de las leyes, recogido por el artículo
2.3 del código civil, salvo que éstas dispusieren lo contrario,
conlleva la aplicación de la legalidad vigente en el momento de
acordarse la necesidad de ocupación, en que los bienes y
derechos quedan sujetos al fin de la expropiación y nace
simultáneamente el derecho del expropiado al justo precio (artículo
25 de la L.E.F. y 28 de su Reglamento)».

Pues bien, a la vista de estas sentencias, y a tenor del artículo
21.1 de la L.E.F. en relación con el artículo 17.2 de la misma Ley,
los expedientes expropiatorios que aquí estudiamos se iniciaron
cuando se aprobaron definitivamente los respectivos
Proyectos de Trazado y/o de Construcción, esto es, tal y como
consta en las «Memorias» de los respectivos expedientes aquí
estudiados, el del tramo A-4 a Noblejas el 4 de julio de 2005; el
del tramo Noblejas a Villarrubia de Santiago (Este) el 20 de
diciembre de 2004; el del tramo Villarrubia de Santiago Este a
Santa Cruz de la Zarza Este el 28 de enero de 2005; el del tramo
Santa Cruz de la Zarza Este a Tarancón el 27 de julio de 2006; y,
finalmente, el del Proyecto de intersecciones N-400 punto
kilométrico 88,40, tramo Toledo a límite de provincia de Cuenca
el 24 de junio de 2004.

Es decir, todos los expedientes expropiatorios aquí estudiados
se iniciaron antes del 1 de julio de 2007, por lo que la ley valorativa
que les es aplicable es la Ley 6 de 1998, de 13 de abril, sobre
régimen de suelo y valoraciones.

2.–Momentos a los que referir la valoración: De conformidad
con lo dispuesto en el artículo 24 a) de la Ley 6 de 1998 en relación
con el artículo 30 del Reglamento de la Ley de Expropiación
Forzosa, los momentos a los que referir las respectivas
valoraciones serán las fechas que, a estos efectos, haya indicado
la Administración expropiante en sus oficios dirigidos a los
expropiados requiriéndoles que formulen sus respectivas hojas
de aprecio, salvo que en aquéllos no figure fecha alguna o cuando
el correspondiente expropiado haya discutido la procedencia de
la fecha obrante en dicho oficio, razonando, en su caso, la fijación
de otra, en cuyo caso, y siguiendo a jurisprudencia que por ser
tan reiterada y constante excusa su cita, dicha fecha será la de
recepción por el expropiado de aquel requerimiento y, a falta de
constancia en el expediente de dicha recepción, la fecha de emisión
por el expropiado de su hoja de aprecio.
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3.–La Autovía A-40, las intersecciones de la N-400 y la
clasificación urbanística de los suelos expropiados: estudio de la
aplicación de la doctrina sobre valoración de los Sistemas
Generales. Según el artículo 25 de la Ley 6 de 1998, en su redacción
dada por la Ley 53 de 2002, de 30 de diciembre, «la valoración de
los suelos destinados a infraestructuras y servicios públicos de
interés general supramunicipal, autonómico o estatal, tanto si
estuvieran incorporados al planeamiento urbanístico como si
fueran de nueva creación, se determinará, de conformidad con lo
dispuesto en esta Ley, según la clase de suelo en que se sitúen o
por los que discurran».

Pues bien, el concepto jurídico indeterminado
«infraestructuras y servicios públicos de interés general
supramunicipal, autonómico o estatal» nos reenvía a lo que la
STS de 3 de diciembre de 2002 denominaba «trascendencia
urbana» o no de dichas infraestructuras o servicios, o, lo que es
lo mismo, si los mismos «crean o no Ciudad», de tal suerte que,
si el interés general predominante es el municipal, los terrenos
expropiados podrán considerarse a los solos efectos valorativos,
y con independencia de su clasificación urbanística, al menos
como suelos urbanizables, en aplicación del principio de
equidistribución de los beneficios y cargas derivados del
planeamiento, en tanto que si prevalecen los intereses generales
supramunicipales, tal y como reza el citado precepto legal, la
valoración será acorde a la clasificación urbanística del suelo a
valorar. Como subraya de manera ocurrente la Sentencia de 13
de abril de 2005 (RJ 2005\5117), una cosa es «crear Ciudad» y
otra la de «servir a la Ciudad».

En este sentido, el Tribunal Supremo ha elaborado una rica
jurisprudencia, de la que destacamos las sentencias de 12 de
octubre de 2005, 11 de enero de 2006, 4 de julio de 2006, 22 de
diciembre de 2005, 7 de marzo de 2006, 8 de mayo de 2006, 3 de
octubre de 2006 y 18 de enero de 2007 (RJ 2007\1157). Según estas
sentencias:

«...la valoración como suelo urbanizable de terrenos destinados
a sistemas generales, ya vengan clasificados como no urbanizables,
ya carezcan de clasificación específica, procede en aquellos
supuestos en que estemos ante «sistemas generales que sirvan
para crear ciudad».

Será pues necesario en los supuestos de vías de comunicación,
apreciar en cada caso concreto las circunstancias concurrentes,
lo que exige el análisis pormenorizado del supuesto de hecho que
en cada caso se contemple.

Así, ninguna duda hay que, tratándose de vías de comunicación
que integran el entramado urbano, nos hallamos sin duda ante un
sistema general que sirve para crear ciudad, mientras que,
tratándose de vías de comunicación interurbanas, no puede
admitirse que se trate de sistemas generales destinados a crear
ciudad, lo que llevaría como ya se ha dicho al absurdo de considerar
como suelo urbanizable todas las vías de comunicación, incluidas
las autopistas y carreteras nacionales en toda su extensión...

... En otros supuestos de vías de comunicación será
necesario analizar las circunstancias que puedan concurrir en
el entramado viario de que se trate, tal sería el caso de la vía de
comunicación de las grandes áreas metropolitanas, aun cuando
afecten a términos municipales distintos (en cuyo caso) habrá
que acreditar en cada caso concreto si responden a esa finalidad
de crear ciudad y, precisamente por ello, repercuten en la
equidistribución de beneficios y cargas a que se refiere la
legislación del suelo».

Pues bien, a la vista de esta jurisprudencia, se han solicitado a
los distintos Ayuntamientos implicados (Ocaña, Noblejas,
Villarrubia de Santiago y Santa Cruz de la Zarza) sendos informes
urbanísticos a fin de conocer la situación urbanística de las fincas
expropiadas y de su entorno en los momentos a los que referir las
valoraciones, y, en particular, las fechas de aprobación, de
información pública y de publicación de instrumentos urbanísticos
cercanos al trazado de la Autovía A-40, a las nuevas intersecciones
de la N-400 y a la línea férrea de Alta Velocidad Madrid-Valencia, a
su paso por el respectivo término municipal, la relación de fincas
incluidas dentro de dichos instrumentos y, finalmente, planos a
escala reducida indicativos de la delimitación de dichos
instrumentos.

Esos informes han sido evacuados en fecha 7 de noviembre
de 2008 por los excelentísimos Ayuntamientos de Ocaña y de
Noblejas, sin haber obtenido respuesta, en cambio, a pesar del
transcurso hasta hoy del plazo de diez días establecido por el
artículo 83.2 de la Ley 30 de 1992, de 26 de noviembre, las solicitudes
de informes remitidas a los excelentísimos Ayuntamientos de
Villarrubia de Santiago y de Santa Cruz de la Zarza.

Por su parte, se han examinado conjuntamente todos los
expedientes de estos Proyectos obrantes en este Jurado,
extrayéndose información complementaria sobre la evolución
demográfica (a través de www.ine.es) y de desarrollo urbanístico
(según información obtenida del Ilustre Colegio Oficial de
Arquitectos de Castilla-La Mancha) durante los últimos años de
los municipios afectados, así como sobre la clasificación
urbanística y la situación de las fincas expropiadas y de su entorno,
del planeamiento aplicable e incluso valores de fincas
supuestamente análogas a las expropiadas (aportados por los
distintos expropiados).

Finalmente, a través de la Oficina Virtual del Catastro el señor
Secretario ha elaborado grandes planos artesanales parciales de
cada uno de los términos municipales afectados, donde ha
«volcado» el trazado de la Autovía A-40 y de las nuevas
intersecciones de la N-400 a su paso por los mismos, así como el
perímetro de los distintos instrumentos urbanísticos cercanos a
dicha Autovía reflejados por los informes municipales, e incluso
la ubicación exacta y los precios unitarios de los valores de fincas
supuestamente análogas aportados por los distintos expropiados
en sus respectivas hojas de aprecio.

Con todos estos elementos, este Jurado ha llegado por
unanimidad a la conclusión de que no es de aplicación la doctrina
mentada sobre la valoración del suelo destinado a Sistemas
Generales de interés municipal, toda vez que la vocación de esta
infraestructura no es servir al conjunto urbano, sino a un interés
general regional e incluso nacional, tal y como resulta de su propia
denominación «Autovía de Castilla-La Mancha», la cual,
inicialmente pensada para cubrir de Oeste a Este dicha Comunidad
Autónoma (desde Maqueda (Toledo), en su punto de intersección
con la Autovía A-5, hasta Cuenca), pretende incluso prolongarse
por territorios de otras Comunidades Autónomas, concretamente
por el Oeste hasta Avila (Castilla-León) y por el Este hasta Teruel
(Aragón). Asimismo, al comienzo del primer tramo aquí estudiado,
en Ocaña, la A-40 conecta con la Autopista de Peaje R-4 y con la
Autovía de Andalucía, A-4. Por su parte, las intersecciones de la
N-400 lo son con carreteras comarcales o autonómicas. Todo ello
determina que el interés prioritario de las nuevas carreteras aquí
estudiadas no es satisfacer las necesidades de transporte y de
conexión intramunicipal de las localidades aquí concernidas, sino
las necesidades de conexión interurbanas e incluso interregionales.
En definitiva, estas carreteras, parafraseando a la jurisprudencia
arriba mentada, no «crean Ciudad», sino que, todo lo más, «sirven
a la Ciudad».

En segundo lugar, tampoco forman parte de ninguna Area
Metropolitana de ninguna gran capital. Ciertamente, la de Madrid
está cerca, pero ni el Plan General de Ordenación del Area
Metropolitana, aprobado en 1963, ni el Decreto de 28 de septiembre
de 1964 por el que se crea el Area Metropolitana de Madrid, ni,
más recientemente, el «Atlas de la Comunidad de Madrid en el
umbral del siglo XXI», elaborado por la Dirección General de
Economía, perteneciente a la Consejería de Economía e Innovación
Tecnológica de dicha Comunidad Autónoma, ni siquiera la
enciclopedia digital, www.wikipedia.com, incluyen a ninguna de
las localidades aquí estudiadas dentro de dicho Area
Metropolitana.

En tercer lugar, y a excepción de luz terrenos expropiados que
ya estaban clasificados en el momento de la expropiación como
suelos urbanizables sobre los que ya en 1994 se había aprobado
el Plan Parcial «Mesa de Ocaña» (los cuales, al contar ya con esa
clasificación, no desmerecen la aplicación estricta del artículo 25
de la Ley 6 de 1998, en el sentido de valorarse según su
clasificación urbanística del suelo), no se produce ninguna
indebida singularización «in peius» de los suelos expropiados
respecto de los terrenos del entorno, toda vez que dicho entorno
en el momento al que referir la valoración contaba también con
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la clasificación urbanística de suelo no urbanizable. En este
sentido, debemos precisar que, a la vista de los informes
urbanísticos emitidos por los excelentísimos Ayuntamientos de
Ocaña y de Noblejas, ninguno de los instrumentos urbanísticos
más próximos a la carretera que en ellos se refieren estaban en
vigor en los momentos a los que referir las valoraciones (es decir,
en ninguno de ellos se habían publicado en esos momentos en el
DOCM sus aprobaciones definitivas), por lo que no habían
obtenido aún jurídicamente la clasificación urbanística de suelos
urbanizables delimitados, sin perjuicio de la influencia que la
tramitación simultánea de los mismos pudiera tener en el precio de
mercado del suelo de la zona, influencia que, bajo la vigencia de la
Ley 6 de 1998, y a diferencia de la Ley 8 de 2007 y del Real Decreto
Legislativo 2 de 2008, se puede poner de manifiesto en los valores
que pudieran obtenerse en esa misma zona, a través del método
de comparación, con los resultados que analizaremos a
continuación.

En conclusión, en todas las fincas aquí estudiadas el suelo
expropiado deberá valorarse conforme a la clasificación urbanística
que tenían en los momentos a los que referir las respectivas
valoraciones, conforme a lo dispuesto en el artículo 25.1 de la Ley
6 de 1998.

4.–La valoración de los suelos no urbanizables expropiados
en el término municipal de Ocaña que no están incluidos en el
Plan Parcial «Mesa de Ocaña»: supuestos en los que procede
aplicar el método de comparación con  finca análoga y supuestos
en los que procede aplicar el supletorio método de capitalización
de rentas. Una vez examinados los expedientes, así como realizadas
las investigaciones y estudios arriba descritos, este Jurado ha
procedido a examinar de entre todos aquéllos hasta 20 documentos
acreditativos de valores aportados por los expropiados con sus
respectivas hojas de aprecio o escritos de rechazo a la hoja de
aprecio administrativa, a fin de analizar si es procedente o no
aplicar el preferente método de comparación con valores de fincas
análogas, y, en su caso, a cuántos expedientes de ese término
municipal se aplicaría.

En este sentido, se acompaña a esta resolución cuadro
explicativo de esos 20 valores aportados, a la vista del cual puede
deducirse que hemos descartado la mayoría por diversas razones
que en ella se explican:

–Unos porque se trata, a la vista del informe urbanístico
emitido por el excelentísimo Ayuntamiento de Ocaña, de
compraventas de terrenos incluidos en el P.A.U. del sector
residencial «Las Cruces» promovido por el agente urbanizador
Helio Dos Puente Largo, S.L., en algunas parcelas de los
Polígonos 40 y 41, donde es éste, precisamente, el que compra
terrenos a sus propietarios. Los precios unitarios allí obtenidos
(119,05 euros/metro cuadrado, 172,00 euros/metro cuadrado y
168,02 euros/metro cuadrado) está claro que han sido calculados
no sobre la base de la producción agrícola, ni siquiera de una
mera expectativa urbanística, sino a la vista de las
edificabilidades del propio PAU que la propia parte compradora
se encarga de urbanizar y de promover. Los valores unitarios
son propios de suelos urbanizables de uso residencial, por lo
que no guardan analogía con aquéllos otros que, siendo
cercanos o incluso contiguos a éstos, no están incluidos en
ninguna actuación urbanística. Por otra parte, no podemos olvidar
que a día de la fecha de las comentadas escrituras de compraventa
la entidad compradora aún no había obtenido de manera definitiva
la condición de agente urbanizador, por lo que, a tenor del artículo
123 de la LOTAU, tenía un especial interés, más allá de la oferta
y de la demanda del mercado, por asegurarse la titularidad
dominical de al menos el 50 por 100 de la actuación urbanística,
y así garantizarse la obtención de una adjudicación preferente
de la actividad urbanizadora, impidiendo así, de camino, con
dicha adquisición «mayoritaria», que un posible competidor
cumpliese alguno de los presupuestos legalmente exigidos para
que dicho P.A.U. se le adjudicase preferentemente en su
perjuicio. Máxime cuando lo que está en juego es, nada menos,
que de una actuación de varios cientos de viviendas.

–Los que se refieren a fincas ubicadas en los Polígonos 35, 36
y 37 del Catastro de Rústica de Ocaña se excluyen porque en el
momento al que referir la valoración están incluidas dentro del

Plan Parcial «Mesa de Ocaña», y, en consecuencia, están
clasificadas urbanísticamente como suelos urbanizables
delimitados.

–El que se refiere a la finca 19-189 porque no obedece a un
precio ni normal ni real en el mercado inmobiliario, toda vez que,
como acredita la propia parte expropiada, es un suelo no
urbanizable de especial protección ambiental, por lo que no es
mínimamente creíble que pueda ser vendido a un precio unitario
notablemente superior a suelos no urbanizables de mera reserva e
incluso hasta de suelos urbanizables delimitados, dándose,
además, la circunstancia de que es colindante con otra finca del
mismo comprador.

Examinada la ubicación de las fincas cuyos valores han sido
finalmente admitidos, y a tenor del cuadro que se acompaña, se
obtiene un valor unitario medio para un suelo no urbanizable de
labor secano de 12,932436 euros/metro cuadrado que, en aplicación
del artículo 26.1 de la Ley 6 de 1998, y de su analogía con las fincas
aquí expropiadas, deberá aplicarse a aquéllas que disten hasta
1.000 metros de distancia a los núcleos urbanos de Ocaña medidos
con relación al plano extraído de la Oficina Virtual del Catastro (en
él esos núcleos urbanos se dibujan en color rosa).

Por el contrario, respecto de aquellas fincas expropiadas
situadas a más de 1.000 metros de distancia, y ante la falta de
valores de fincas análogas a éstas, se aplica el supletorio método
de capitalización de rentas, y, dentro de éste el de rentas potenciales
del suelo en función del tipo de cultivo que figure en el acta previa
a la ocupación, o, si éste ha sido cuestionado, el que figure en el
Catastro, sin que podamos emplear en ninguno de los expedientes
relacionados el método de capitalización de rentas reales, toda
vez que en ninguno de ellos figuran documentos acreditativos de
los ingresos y gastos imputables a la explotación agrícola objeto
de valoración en cada caso.

De este modo, se ha elaborado para cada tipo de cultivo el
correspondiente cuadro de capitalización que se adjunta a esta
Decisión Ejecutoria de justiprecio, partiendo de las premisas y
parámetros valorativos que a continuación se explican:

a) Labor secano.–Hemos partido de las superficies de cultivos
herbáceos de secano de la provincia de Toledo que figuran en el
Anuario de Estadística Agroalimentaria del año 2006, editado por
el Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación. Con ellas,
obtenemos el porcentaje de ponderación en el margen neto final
de cada tipo de cultivo de secano.

En segundo lugar, los rendimientos de cultivo se han obtenido
a partir de ese Anuario y de la Encuesta sobre superficies y
rendimientos de cultivos igualmente editada por el Ministerio de
Agricultura, Pesca y Alimentación.

En tercer lugar, los precios unitarios se han obtenido a partir
de fas Lonjas Agropecuarias de Toledo, Albacete y Ciudad Real,
así como del estudio realizado por el Ministerio de Agricultura,
Pesca y Alimentación titulado «Análisis de la economía de los
sistemas de producción. Resultados técnico-económicos de
explotaciones agrícolas de Castilla-La Mancha en 2005». Las
subvenciones son las de la PAC aplicables a cada tipo de cultivo
ponderado.

En cuarto lugar, y en cuanto a los costes, hemos trasladado
los que, para cada cultivo, figuran en el último estudio citado, con
la salvedad de que hemos descontado los cánones de
arrendamiento y otros costes indirectos (renta de la tierra, intereses
de otros capitales propios y mano de obra familiar), pues, por una
parte, en las actas previas a la ocupación figura que las fincas
expropiadas no se hallan arrendadas ni gravadas con ningún
derecho real en cosa ajena, y, por otra parte, porque quien explota
la finca es el propio propietario de la misma, por lo que estos otros
costes, al igual que el llamado «beneficio del agricultor», son, a su
vez, ingresos para el propio expropiado.

En quinto lugar, ponderamos los correspondientes márgenes
netos en función de la superficie ocupada en la provincia de Toledo
por cada cultivo y el margen neto ponderado así obtenido lo
capitalizamos al 3 por 100, a tenor de lo dispuesto en la Disposición
Transitoria de la Ley 39 de 1988 reguladora de las Haciendas
Locales.

Finalmente, el precio unitario así obtenido, que equivale al
valor medio de un terreno dedicado a un cultivo herbáceo de
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secano en la provincia de Toledo, lo referimos a la
correspondiente comarca agraria aplicando el coeficiente
respectivamente establecido por la legislación comunitaria para las
ayudas de la P.A.C.

b) Labor regadío.–Utilizamos los mismos criterios y fuentes
empleados para hallar el valor de capitalización de labor secano,
con las únicas salvedades de que los precios unitarios de las
hortalizas los hemos obtenido de precios de origen publicados en
Internet por el Ministerio de Industria, Energía y Comercio, el
Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación y la Consejería
de Agricultura y Agua de la Región de Murcia y de que los costes
de producción de la alfalfa se han obtenido a partir de un estudio
realizado por el Ingeniero Agrónomo, don Pedro Arnal Atarés.

c) Viñedo de secano, de regadío en vaso y de regadío en
espaldera.–Hemos partido de los siguientes parámetros: hemos
calculado los rendimientos de uva blanca y de uva tinta, pues en
la provincia de Toledo y, dentro de ella, en los municipios
pertenecientes a la Denominación de Origen La Mancha, se
plantan especies de ambos tipos de uva. Concretamente, el
Consejo Regulador de dicha Denominación de Origen publica en
su página de Internet que en el territorio de la misma existen 155.732
hectáreas de distintas variedades de uva blanca (Airén –la que
más, con 153.193 hectáreas–, Macabeo, Sauvignon Blanc,
Chardonnay, Verdoncho, Verdejo, Moscatel g.m. y Pardillo), así
como otras 35.245 hectáreas de las distintas variedades de uva
tinta (Tempranillo o Cencibel –la más común, con 23.353 hectáreas–
, Garnacha, Moravia, Cabernet-Sauvignon, Syrah, Merlot y Petit
Verdot). Por ello, a la hora de averiguar el margen neto ponderado,
realizamos la distribución al 80 por 100 y al 20 por 100 para la uva
blanca y para la uva tinta, respectivamente, sin perjuicio de que
en el viñedo de espaldera, más proclive a plantar variedades de
uva tinta, esa ponderación la hacemos al 75 por 100 y al 25 por 100,
respectivamente.

El rendimiento por hectárea lo hemos obtenido de la media de
rendimientos de los tres últimos años (2003-2005) en la provincia
de Toledo que figuran en los Anuarios de Estadísticas
Agroalimentarias editados por el Ministerio de Agricultura, Pesca
y Alimentación.

El número de cepas en viñedo de secano y de regadío en vaso,
se corresponde con el marco de plantación habitual en la provincia
de Toledo, el marco real, 2,60 x 2,60 m ó 2,70 x 2,70 m, en tanto que
en viña de espaldera el número aumenta hasta una horquilla entre
2.000 y 2.500 cepas, en función del tipo de emparrado.

Los precios unitarios se han obtenido del estudio realizado
por el Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación titulado
«Análisis de la economía de los sistemas de producción.
Resultados técnico-económicos de explotaciones agrícolas de
Castilla-La Mancha en 2005», así como de consultas de los Vocales
de Rústica de este Jurado a diversas Cooperativas vitivinícolas
de la provincia.

Los costes de explotación se han obtenido del citado estudio,
haciendo aquí la misma salvedad que con ocasión del terreno de
labor secano. No obstante, en el viñedo de regadío en espaldera
hemos aumentado los costes en un 25 por 100 respecto de los
establecidos para el viñedo de regadío en vaso.

Finalmente, al igual que en los anteriores cultivos, y por los
mismos motivos, aplicamos el tipo de capitalización del 3 por 100.

d) Olivar de secano y de regadío.–El rendimiento del cultivo,
tanto de secano como de regadío, corresponde a la media de los
rendimientos en la provincia de Toledo publicados en los Anuarios
de Estadística Agroalimentaria del M.A.P.A. de 2002 a 2006.

El precio unitario de la aceituna para almazara ha sido obtenido
del estudio realizado por el Ministerio de Agricultura, Pesca y
Alimentación titulado «Análisis de la economía de los sistemas
de producción. Resultados técnico-económicos de explotaciones
agrícolas de Castilla-La Mancha en 2005», así como del informe
de gestión de la campaña 2005-2006 de la Agencia para el Aceite
de Oliva adscrita al M.A.P.A., siendo además contrastado por los
Vocales de Rústica de este Jurado con diversas Cooperativas de
la provincia.

Del mismo modo, los ingresos por subvenciones y los costes
se han obtenido del citado estudio, con las mismas salvedades
esgrimidas más arriba respecto de los demás cultivos.

Finalmente, al igual que en los anteriores cultivos, y por los
mismos motivos, aplicamos el tipo de capitalización del 3 por 100.

e) Coeficiente por intensidad de cultivo.–Los cuadros de
capitalización de rentas se han elaborado sobre la base de una
producción media (de hecho, los rendimientos de cultivo que se
han tenido en cuenta son, como hemos visto, los medios de la
provincia a lo largo de los últimos años agrícolas), por lo que, si la
parcela en cuestión cuenta con una intensidad de cultivo mayor o
menor que esa media, dicha circunstancia debe ser recogida en
nuestra valoración.

Por ello, nos ceñimos en este punto a lo que figure en el acta
previa a la ocupación o a lo que haya sido acreditado de manera
fehaciente por algunas de las partes a lo largo del procedimiento
administrativo. En su defecto, tomaremos la categoría tercera,
configurándose así un gradiente de valores a partir de los
siguientes coeficientes:

f) Coeficiente por configuración de parcela.–Del mismo modo
que en el punto anterior, los valores de capitalización obtenidos a
partir de los cuadros que se adjuntan a esta resolución se
corresponden con una forma y con una topografía del terreno
expropiado normales, por lo que si del plano parcelario o de otras
fuentes se advirtiera la disposición del terreno en pendiente
pronunciada, con forma irregular, de manera diseminada o con
enclaves, o, en general, cualquier circunstancia física de dicho
terreno que pudiera incidir en un menor aprovechamiento y, por
ende, en un inferior valor de mercado, aplicaríamos el
correspondiente coeficiente por configuración de parcela, en virtud
del cual se corregiría dicho valor, en relación con el valor que sería
habitual para un tipo de finca similar, pero en donde no
concurriesen esas circunstancias. Dichos coeficientes son:

g) Coeficiente por extensión superficial expropiada de la finca.–
Los valores de capitalización obtenidos están referidos a
superficies expropiadas de hasta 10 hectáreas, de tal suerte que si
la superficie expropiada fuese mayor, tal y como ocurre en el
mercado, su precio unitario disminuiría a medida que aumentase
la superficie. Por ello, aplicamos los siguientes coeficientes por
extensión superficial expropiada de la finca:

Con todas estas correcciones, obtendríamos el valor de
capitalización particularizado de cada finca a valorar.

h) Servidumbre.–Las superficies afectadas por una
servidumbre de paso, se valorarán, en el caso de cultivos
herbáceos (labor secano y labor regadío), y siguiendo a constante
jurisprudencia, en un 50 por 100 del valor del suelo expropiado en
pleno dominio (coeficientes correctores incluidos).

En el caso de cultivos leñosos, olivar o viñedo, tanto de secano
como de regadío, y siempre que el valor unitario del suelo en pleno
dominio se haya obtenido mediante capitalización de rentas (pues
en caso contrario se aplicará, en todo caso, el 50 por 100 de dicho
valor), debemos distinguir entre servidumbre aérea y subterránea.

Si la servidumbre fuese aérea (por ejemplo, para tendido
eléctrico), las limitaciones al dominio no son tan severas, por lo
que este Jurado considera que debe aplicarse la regla general
arriba apuntada y, en su virtud, valorarse en un 50 por 100 del
valor del suelo expropiado en pleno dominio (coeficientes
correctores incluidos).

Si, por el contrario, la servidumbre fuese subterránea (por
ejemplo, instalación de una tubería, gaseoducto, oleoducto, etc.),
su constitución implicaría el arranque del viñedo y, en función del
trazado de la tubería, de parte del olivar, la destrucción de la
infraestructura de riego, si el cultivo fuese de regadío, y, finalmente,
la prohibición de plantación posterior de cultivos leñosos. De ahí
que este Jurado considere que debe valorarse en el 65 por 100 del
valor del suelo expropiado en pleno dominio (coeficientes
correctores incluidos).

i) Otros elementos distintos del suelo.–Se acuerda por
unanimidad valorar los elementos distintos del suelo que figuren
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en las actas previas a la ocupación según el valor unitario que se
desprenda de la Base de Precios de la Construcción 2005 editado
por la Junta de Extremadura en Internet (http://cuadros.soft.es/
juntaex/e/e36pa330/e36pa330.html), o bien de otra Base de Datos
también publicada en Internet, concretamente la del PREOC (Precios
de referencia de la Obra civil y de la construcción (www.preoc.es).
En caso de que en ninguna de estas bases de precios se valorase
el elemento correspondiente, este Jurado lo valorará con arreglo a
los antecedentes de precios del mismo seguidos en otros
expedientes de justiprecio.

Por otra parte, a tenor de lo dispuesto en el artículo 31 de la
Ley 6 de 1998, en aquellos suelos valorados con arreglo al método
de capitalización de rentas las plantaciones, sembrados, obras e
instalaciones existentes sobre los mismos con el carácter de mejoras
permanentes (cepas en viñedos, olivos en olivares, instalaciones
de riego en suelos de regadío, etc.), salvo pozos, casetas, gastos
de cultivo y/o cosechas pendientes, se entenderán incluidos en
el valor final obtenido por el suelo. Los pozos, casetas, gastos de
cultivo y/o cosechas pendientes sólo se valorarán si figuran como
afectados en el acta previa a la ocupación, si se ha probado de
manera fehaciente por el expropiado o si su existencia
independiente se ha admitido y valorado por la Beneficiaria en su
hoja de aprecio.

Por el contrario, y en virtud del mismo precepto legal, en
aquellos otros suelos valorados según el método de comparación
con valores de fincas análogas, las plantaciones, sembrados, obras
e instalaciones existentes sobre los mismos se valoran aparte,
cifrándose en la diferencia entre el valor unitario de capitalización
de rentas del cultivo que figure en el acta previa a la ocupación y
el cultivo de labor secano. Asimismo, se valorarán aparte, en la
forma prevista en el primer párrafo de este apartado, los pozos,
casetas, gastos de cultivo y/o cosechas pendientes, siempre que,
como en el caso anterior, figuren afectados en el acta previa a la
ocupación, si se ha probado de manera fehaciente por el expropiado
o si su existencia independiente se ha admitido y valorado por la
Beneficiaria en su hoja de aprecio.

5.–La valoración de los suelos no urbanizables expropiados
en el término municipal de Noblejas. Al igual que hemos realizado
en Ocaña, hemos examinado los expedientes y hemos realizado
las investigaciones y estudios oportunos, a resultas de lo cual
este Jurado ha procedido a examinar de entre todos aquéllos hasta
31 documentos acreditativos de valores aportados por los
expropiados con sus respectivas hojas de aprecio o escritos de
rechazo a la hoja de aprecio administrativa, a fin de analizar si es
procedente o no aplicar el preferente método de comparación con
valores de fincas análogas, y, en su caso, a cuántos expedientes
de ese término municipal se aplicaría.

En este sentido, debemos partir de la homogeneidad de todas
las fincas expropiadas en este término municipal, proyectadas
paralelamente al límite sur del casco urbano de Noblejas y al Norte
de las últimas actuaciones urbanísticas industriales emprendidas
en dicho término municipal, a la vista del informe urbanístico
emitido por el Excmo. Ayuntamiento de Noblejas, y, por tanto, a
distancias muy similares de dichos hitos.

Por si fuera poco, y tal como se desprende del plano artesanal
elaborado por el señor Secretario de este Jurado, las fincas cuyos
valores de muestra aparecen en los distintos expedientes
enjuiciados, se extienden longitudinalmente a lo largo del trazado,
arrojando valores relativamente homogéneos entre sí.

Por todo ello, este Jurado considera que el valor obtenido de
la aplicación del método de comparación debe aplicarse a todas
las fincas expropiadas de Noblejas.

En cuanto al cálculo del valor unitario medio, se acompaña a
esta Decisión Ejecutoria de justiprecio cuadro de cálculo obtenido
de manera muy similar al de Ocaña, y en el que, al igual que en
éste, hemos excluido algunos valores por los motivos que en él se
indican (por ser posteriores a la expropiación, por recaer sobre
suelos urbanizables, por su lejanía y por un interés especial del
comprador más allá del de una persona independiente en un
mercado transparente, o porque dicho precio se ha fijado una vez
que la compradora (Acciona Infraestructuras, S.A.), que
inicialmente sólo había suscrito una opción de compra, tuvo
conocimiento de que la Autovía objeto de la presente expropiación

iba a tener el trazado que finalmente alcanzó, por lo que no puede
tenerse en cuenta a la luz del artículo 36 de la LEF; y, finalmente
porque son fruto de mutuos acuerdos expropiatorios donde
unánime jurisprudencia considera que no deben tenerse en cuenta
por primar intereses personalísimos de las partes que los separan
del valor de mercado entre personas libres e independientes).

Con los valores comparables no excluidos, obtenemos en este
municipio un valor unitario medio para un suelo no urbanizable de
labor secano de 10,185401 euros/metro cuadrado.

En cuanto a las servidumbres y a elementos distintos del suelo
actuamos igual que en Ocaña.

6.–La valoración de los suelos no urbanizables expropiados
en el término municipal de Villarrubia de  Santiago. En Villarrubia
de Santiago se desechan los valores de opción de compra
condicionados a la aprobación del correspondiente instrumento
urbanístico, el cual, por cierto, a pesar de haberse dictado esta
resolución dos años después de la fecha a la que referir la
valoración, todavía no aparece reflejado como suelo urbano-
urbanizable (color rosa) en la Oficina Virtual del Catastro, según
se aprecia en el plano artesanal elaborado por el Secretario de este
Jurado. Aquel precio de la opción corresponde realmente al de un
«futuro» suelo urbanizable, por lo que no puede aceptarse aquí
como valor comparable. Asimismo, las compraventas realizadas a
favor de SACYR, S.A., incorporadas en algunos expedientes de
justiprecio, provienen del mismo comprador, se celebraron en
fechas muy cercanas y, ante la falta de otros valores, son
insuficientes para tratar de justificar la aplicación del método de
comparación con finca análoga.

En consecuencia, se valora el suelo no urbanizable expropiado
según el método de capitalización de rentas en los mismos términos
planteados para los terrenos expropiados más alejados al casco
urbano de Ocaña. Todo ello, sin perjuicio de aplicar en su caso el
factor de localización del que hablaremos más adelante en relación
con las fincas expropiadas en Santa Cruz de la Zarza.

7.–La valoración de los suelos no urbanizables expropiados
en el término municipal de Santa Cruz de la  Zarza. En Santa Cruz
de la Zarza casi todos los terrenos expropiados se encuentran
suficientemente alejados del casco urbano y, además, éste no ha
experimentado un gran crecimiento poblacional ni en términos
económicos, por lo que no apreciamos circunstancias
determinantes de una especial expectativa urbanística.

No obstante, este Jurado aprecia un tramo del trazado que
discurre relativamente cerca del núcleo urbano, y, aunque no
constituyen una expectativa urbanística en sentido estricto, esto
es, siguiendo a la jurisprudencia, como «previsibilidad de que en
un tiempo más o menos cercano puedan llegar a tener un
determinado aprovechamiento urbanístico», sí se cualifica su valor
como consecuencia de su mayor accesibilidad y de la mayor
facilidad de comercialización de los productos agrarios.

En este sentido, como sostiene el TSJ de Castilla-La Mancha
en su sentencia de 9 de febrero de 2009 (RJCA 2009\448): «el suelo
... debe valer más (en las fincas más cercanas a la población) que
el de fincas situadas algo más alejadas de ésta. Esto es cierto,
pero no por la razón de las expectativas urbanísticas, pues nada
indica que el pueblo vaya a crecer hasta alcanzar estas fincas,
sino porque es sabido que, aun desde un punto de vista
exclusivamente agrario, las fincas valen más, relativamente, si
están más próximas a un núcleo de población, y también si tienen
accesibilidad directa a una vía de comunicación. Pues bien, en
este caso esto es precisamente así, pues la finca tenía acceso
directo a la carretera y cierta proximidad con el casco urbano. De
acuerdo con ello, no parece justo aplicar, sin mayores
modulaciones, un valor puro de capitalización que puede servir
para cualquier finca situada en cualquier lugar, de modo que
entendemos procedente la aplicación de un coeficiente que fijamos
en 1,5, de acuerdo con lo previsto en el artículo 1.a) del Real
Decreto Legislativo 2 de 2008, de 20 de junio (RCL 2008, 1260),
que se toma a estos efectos meramente como criterio orientativo
de tipo técnico, y no por aplicación por vigencia directa, pues no
es aplicable al caso de autos la norma en cuestión».

Pues bien, siguiendo este mismo criterio, este Jurado acuerda
por unanimidad establecer un factor de localización entre 1,00
y 2,00 que se aplicará a aquellas fincas situadas a menos de 1
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kilómetro del núcleo urbano de Santa Cruz de la Zarza, tomando
como medida los planos de la Sede Electrónica de la Dirección
General del Catastro (que dibuja dicho núcleo urbano de color
rosa, frente al color verde de la parte rústica), y utilizando para ello
el «medidor de distancias» de la correspondiente aplicación
informática, que puede obtenerse pública y gratuitamente por
Internet. Así, hasta 500 metros de distancia aplicaremos un
coeficiente de 1,50 a 2,00, en tanto que de 501 metros hasta 1.000
metros, el coeficiente será de 1,00 a 1,50.

Por otra parte, no se han aportado suficientes valores de fincas
supuestamente análogas a las expropiadas que permitan utilizar el
método de comparación, por lo que, a tenor del artículo 26.2 de la
Ley 6 de 1998, procede valorar el suelo expropiado a través del
método de capitalización de rentas, con los mismos parámetros y
valores empleados en los términos municipales anteriores, toda
vez que todos ellos pertenecen a la misma comarca agraria (La
Mancha).

5 por 100 de premio de afección.–Este concepto viene
determinado por ministerio de la Ley en el artículo 47 de la Ley de
Expropiación Forzosa, según el cual «en todos los casos de
expropiación se abonará al expropiado, además del justo precio
en la forma establecida en los arts. anteriores, un 5 por 100 como
premio de afección...». Por tanto, una vez obtenido el justiprecio
del suelo y, en su caso, el de los demás elementos distintos del
suelo, procede añadir a su suma un 5 por 100 de la misma, en
concepto de premio de afección, constituyendo la cantidad total
así obtenida el justiprecio expropiatorio. Por el contrario, a tenor
de lo dispuesto en el artículo 47 del Reglamento de la L.E.F., no
procederá girar el 5 por 100 de premio de afección sobre las
indemnizaciones por demérito de resto/s de finca no expropiada,
ocupaciones temporales o por rápida ocupación.

Demérito de partes de fincas no expropiadas e indemnización
por división de finca.–Siguiendo a reiterada jurisprudencia, se
valorará el demérito sufrido en la parte no expropiada de una
explotación agraria, bien por su reducida extensión, bien por su
división en varios trozos separados e incomunicados, o bien por
la concurrencia de ambas circunstancias, en un porcentaje sobre
el valor del suelo expropiado, en los términos calculados por el
método de capitalización de rentas en función de los apartados
anteriores. En este sentido, este Jurado, a propuesta del Vocal
Ingeniero Agrónomo, aprueba el baremo que a continuación se
reproduce, si bien con dos límites, que deben cumplirse
simultáneamente:

1.–Que cada uno de los restos no expropiados tengan una
superficie inferior a 120.000 metros cuadrados (12 hectáreas), ya
que, según dichos Vocales, ésta es la superficie por encima de la
cual se necesita para realizar las labores del resto/s de finca más
de una obrada de tractor, prueba inequívoca de que aumentan los
gastos fijos de la explotación disminuyendo, sin embargo, los
ingresos.

2.–Que el porcentaje existente entre cada uno de esos restos
no expropiados de finca y la superficie total inicial de la misma no
sea superior al 80 por 100.

El porcentaje sobre la superficie de suelo no expropiada que
proceda aplicar en cada caso se reflejará en la liquidación
individualizada de cada finca.

Respecto del precio unitario de esta indemnización por
demérito y/o por división de finca, éste debe ser el correspondiente
al valor exclusivamente agrícola de la finca según el tipo de cultivo,
obtenido de los cuadros de capitalización que se adjuntan a esta
resolución, con exclusión, por tanto, en todo caso, del incremento
de valor generado por posibles expectativas urbanísticas. En este
sentido, las sentencias del Tribunal Superior de Justicia de Castilla-
La Mancha número 329, de 16 de junio de 2006 y número 396, de
24 de julio de 2006 declaran que «este criterio de tasación empleado
por el perito no es acogible por cuanto aunque valoremos el suelo
como rústico con expectativas urbanísticas, el perjuicio derivado
de la división no se manifiesta en cuanto que suponga límites a la
posible urbanización futura, o al menos tal cosa no consta, sino
que se refiere a perjuicios y dificultades que para la explotación
agrícola de la finca supone la división de la finca o la reducción de
su superficie. Es por ello que los porcentajes que se puedan dar lo
serán sobre el valor estrictamente agrícola del terreno, pues el

perjuicio lo es para su valor agrícola, y no consta que se mermen
las expectativas urbanísticas por la división o reducción de
superficie».

Finalmente, si no se conociese la superficie del resto o restos
no expropiados, dicho porcentaje, siguiendo a constante
jurisprudencia, se calculará sobre la superficie expropiada. No
obstante, para evitar llegar a esa situación, si en el expediente no
figurase dicha superficie, este Jurado de oficio establecería a efectos
de cálculo de este concepto indemnizatorio la superficie que figure
en la Sede Electrónica de la Dirección General del Catastro,
procediendo, en su caso, particularmente cuando exista división de
finca en dos o más trozos separados, a medir sobre plano las
superficies de dichos trozos, mediante su división en triángulos. El
baremo, con las matizaciones y límites introducidos, es el siguiente:

Ocupación temporal.–Los daños y perjuicios causados por la
ocupación temporal durante dos años son de dos tipos: por una
parte, la indisponibilidad del bien por el propietario durante ese
período, de tal suerte que éste, con independencia de que no
podrá explotarlo agronómicamente, tampoco podrá destinarlo a
ningún otro uso compatible o permitido por la legislación
urbanística, ni, en la práctica, arrendarlo o venderlo, con lo que,
desde el punto de vista financiero, es un elemento del activo que
se encuentra forzosamente inmovilizado (en este caso, el término
contable con el que se conceptúa habitualmente a este tipo de
bienes nunca puede ser más acertado); y, por otra parte, el daño
emergente y el lucro cesante producido a su explotación agraria,
según el tipo de cultivo a que tenga dedicada la finca.

Por otra parte, en las ocupaciones temporales de terrenos
dedicados a cultivos herbáceos o leñosos de regadío, partimos del
presupuesto de que la Administración expropíante va a restituir,
por su cuenta y antes de su devolución al propietario, toda la
infraestructura de riego existente en dichos terrenos antes de sufrir
esa ocupación temporal. En caso de que el expropiado acreditase
en la vía procesal oportuna que dicha restitución no se ha producido,
al justiprecio aquí establecido habría que añadir el importe de dicha
reposición, así como los daños y perjuicios irrogados.

Por tanto, ponderando las dos circunstancias arriba expuestas,
y teniendo en cuenta que en los cultivos leñosos la afección por
la ocupación temporal es mayor, pues, al igual que ocurre en los
supuestos de constitución de servidumbre subterránea, conlleva
normalmente el arranque del viñedo y de todo o parte del olivar,
por lo que, una vez devuelto el terreno al propietario, éste debe
reestructurar el viñedo o el olivar afectado, este Jurado valora los
daños y perjuicios causados al propietario por la ocupación
temporal de sus terrenos del siguiente modo:

1.–En los cultivos herbáceos (labor secano y labor regadío),
se valora en el 12,50 por 100 del valor del suelo expropiado en
pleno dominio (coeficientes correctores incluidos).

2.–En el viñedo se calculan a partir de las ayudas a la
reestructuración del viñedo vigentes en el momento al que referir la
valoración, cuales son las aprobadas en virtud de Orden de la
Consejería de Agricultura y Medio Ambiente de la Junta de
Comunidades de Castilla-La Mancha de fecha 19 de marzo de 2003
(DOCM número 49, de 7 de abril de 2003), considerando como
gastos de cultivo los dimanantes del correspondiente cuadro de
capitalización de rentas, y estimándose un lucro cesante equivalente
al margen bruto de 3 campañas agrícolas. En el caso del viñedo
emparrado se incluyen los gastos de reposición de la espaldera.

3.–En el olivar se valora en el 25 por 100 del valor del suelo
expropiado en pleno dominio (coeficientes correctores incluidos).

Perjuicios por rápida ocupación.–Se calculan para cada
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cultivo, siempre que figuren en el acta previa a la ocupación, se
acrediten fehacientemente o los admita y valore la Administración
en su hoja de aprecio, en los costes de explotación de una campaña
agrícola, según resulte del respectivo cuadro de capitalización
que se acompaña a esta Decisión Ejecutoria de justiprecio.

Intereses legales.–Por último, a la cantidad final que resulte de
la correspondiente liquidación, habrá que añadir los intereses
legales devengados en concepto de responsabilidad por demora
en la fijación y, desde que el expediente de justiprecio agote la vía
administrativa, por demora en su pago, a tenor de lo dispuesto en
los artículos 52, 56 y 57 de la Ley de Expropiación Forzosa.

Liquidación.–Fijadas, por tanto, las bases valorativas para
determinar el justiprecio, procede practicar las liquidaciones
individuales que se acompañan respecto de cada uno de los
expedientes identificados en el listado igualmente adjunto.

Anejos a la presente decisión ejecutoria de justiprecio.–Se
acompañan como parte integrante de esta Decisión Ejecutoria de
justiprecio los siguientes documentos:

1. Miembros del Jurado asistentes a la sesión de fecha 29 de
octubre de 2009.

2. Cuadro de cálculo del valor unitario medio por comparación
del suelo no urbanizable en Ocaña cercano al núcleo urbano.

3. Cuadro de cálculo del valor unitario medio por comparación
del suelo no urbanizable en Noblejas cercano al núcleo urbano.

4. Cuadro/s de capitalización de rentas y de cálculo de los
respectivos precios unitarios aplicables al/a los expedientes de
justiprecio correspondientes.

5. Relación de expedientes y de expropiados a los que se
aplican los criterios comunes de valoración arriba explicados.

6. Liquidación individual para cada expediente conforme a los
fundamentos jurídicos y valorativos adoptados en virtud de la
presente Decisión Ejecutoria de justiprecio y en el/los cuadros
indicados en el apartado anterior.

7. Documentos que, en su caso, recabe este Jurado para
determinar, para la finca respectiva, cuando no resulte del
expediente respectivo, la superficie catastral de la finca, la
superficie, en su caso, de cada uno de los trozos en que la nueva
infraestructura divide a la finca, la distancia al núcleo urbano, los
valores unitarios de los diversos elementos distintos del suelo
afectados, en su caso, por la expropiación, etcétera.

Las liquidaciones individuales y la respectiva documentación
aneja se notificarán a la Demarcación de Carreteras del Estado en
Castilla-La Mancha y, exclusivamente, a los correspondientes
propietarios o a sus representantes.

Esta constituye nuestra Decisión Ejecutoria de justiprecio,
acordada por unanimidad de los miembros de este Jurado
Provincial de Expropiación Forzosa de Toledo».

Lo que, de orden del ilustrísimo señor Presidente le notifico,
indicándole que contra esta resolución, que agota la vía administrativa,
se podrá interponer, a tenor de lo dispuesto en los artículos 10.1 j) en
relación con el artículo 8.3.2 de la Ley 29 de 1.998, de 13 de julio,
reguladora de la jurisdicción contencioso-administrativa (B.O.E. número

167, del 14), recurso contencioso-administrativo ante la Sala de lo
Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia en
Castilla-La Mancha en el plazo de dos meses contados desde el día
siguiente a la notificación o publicación del presente acto, según lo
dispuesto en el artículo 46.1 de dicha Ley.

Sin perjuicio de lo anterior, si el recurrente considera que con
este acto se ha vulnerado alguno de los Derechos Fundamentales
contemplados en el artículo 14 y en la Sección Primera del Capítulo
Segundo del Título I de la Constitución, pretendiendo por ello
que le sea de aplicación el procedimiento preferente y sumario
regulado en el artículo 53.2 de la Constitución y en el Capítulo I
del Título V de la Ley 29 de 1998, según el artículo 115.1 de esta
Ley el plazo para interponer este recurso será de diez días hábiles
computados desde el día siguiente al de notificación del presente
acto.

Finalmente, de forma potestativa podrá interponer, a tenor de
lo dispuesto en los artículos 107, 116 y 117 de la Ley 30 de 1992, de
26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (B.O.E.
número 285, del 27), en su nueva redacción dada por la Ley 4 de
1999, de 13 de enero (B.O.E. número 12, del 14), si el recurrente es
la parte expropiada o la Beneficiaria de la expropiación, recurso de
reposición ante este mismo Jurado Provincial de Expropiación
Forzosa de Toledo en el plazo de un mes a partir del día siguiente
a aquél en que tenga lugar la notificación o publicación de la
presente resolución.

Toledo 25 de febrero de 2010.–El Secretario, Francisco Javier
Acitores Durán.

Nota importante para el expropiado.–Este Jurado tiene una
competencia exclusivamente tasadora, por lo que no es el órgano
competente para todo lo relacionado con el pago material del
justiprecio. Si desea recibir el justiprecio fijado por este Jurado, o,
al menos, el mínimo hasta el que exista conformidad con la
Administración expropiante (artículo 50.2 de la L.E.F.), o tiene
cualquier duda o consulta en relación con el pago material del
justiprecio, deberá dirigirse directamente a la Demarcación de
Carreteras del Estado en Castilla-La Mancha, sita en plaza de Santa
Clara, número 7, 45071 Toledo, teléfono 925-22-44-00.
Composición del Jurado Provincial de  Expropiación Forzosa de Toledo

en su  sesión de rústica-urbana celebrada el 29 de octubre de 2009
Presidente: Ilmo. Sr. D. Urbano Suárez Sanchez. Magistrado

de la Audiencia Provincial de Toledo.
Vocales: Sr. D. Ignacio Carpio González. Notario de Toledo.
Sra. Dña. Estrella Rocío Pardo González. Abogada del Estado.
Sr. D. Domingo García Fraile. Arquitecto de Hacienda.
Sra. Dña. María del Mar López Brea. Arquitecta representante

del Colegio Oficial de arquitectos de Castilla-La Mancha.
Sr. D. José Pérez Pérez-Navarro. Ingeniero Agrónomo y Jefe

del Area de Agricultura de la Delegación de Gobierno en Castilla-
La Mancha.

Secretario: Sr. D. F. Javier Acitores Durán. Vicesecretario General
de la Delegación del Gobierno.

PRECIOS DE VALORES APORTADOS PARA OCAÑA
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PRECIOS DE ESCRITURAS APORTADAS PARA NOBLEJAS

LABOR SECANO
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LABOR REGADIO

VIÑEDO DE SECANO OCUPACION TEMPORAL: A PARTIR DE AYUDAS A
REESTRUCTURACION (Orden Consejería Agricultura JCCM de 19 de
marzo de 2003, DOCM número 49, de 7 de abril de 2003).

VIÑEDO DE REGADIO EN VASO
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OCUPACION TEMPORAL: A PARTIR DE AYUDAS A
REESTRUCTURACION (Orden Consejería Agricultura JCCM de 19 de
marzo de 2003, DOCM número 49, de 7 de abril de 2003).

VIÑEDO EN ESPALDERA (EMPARRADO)

OCUPACION TEMPORAL: A PARTIR DE AYUDAS A
REESTRUCTURACION (Orden Consejería Agricultura JCCM de 19 de
marzo de 2003, DOCM número 49, de 7 de abril de 2003).

OLIVAR DE SECANO

OLIVAR DE REGADIO
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ERIAL-PASTOS-MONTE BAJO

PINAR DE REPOBLACION
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Liquidación individualizada de finca número 45.379-054N
Proyecto: Autovía de Castilla-La Mancha A-40.
Número de expediente: 9.560.
Número de finca en plano parcelario: 45.379-054N.
Polígono catastral: 20. Parcela catastral: 114.
Municipio: Santa Cruz de la Zarza.
Titular expropiado: Perfecta Josefina Alonso Peña.
Domicilio notificaciones: Calle Santa Cruz de Marcenado,

número 4, 28015 Madrid.

Características de la finca expropiada a efectos valorativos:
1.–Clasificación urbanística: Suelo no urbanizable.
2.–Método valorativo aplicable (ver cuerpo de la decisión

ejecutoria de justiprecio): Capitalización de rentas.
3.–Cultivo: Labor secano.
4.–Valor unitario base según cuadro de capitalización para

labor secano: 1,277883 euros/metro cuadrado.
5.–Intensidad de cultivo (ver cuadro de decisión): 3.

Coeficiente: 1,00.
6.–Configuración de parcela (ver cuadro de decisión): 1.

Coeficiente: 1,00.
7.–Excesiva extensión superficial expropiada (ver cuadro de

decisión): 0-10 hectáreas. Coeficiente: 1,00.
8.–Coeficiente por especial localización de la finca (ver

decisión): 1,00.

Cálculo del valor unitario del suelo en pleno dominio:
1,277883 euros/metro cuadrado x 1,00 x 1,00 x 1,00 x 1,00 =

1,277883 euros/metro cuadrado.

Características de la servidumbre constituida sobre la finca y
cálculo del valor unitario de este concepto indemnizatorio:
1.–Tipo de servidumbre: Aérea.
2.–Cálculo (ver cuerpo de decisión): 50 por 100 del valor unitario

del suelo en pleno dominio = 1,277883 euros/metro cuadrado x
0,50 = 0,638942 euros/metro cuadrado.

Indemnización por expropiación parcial, división de finca y/o
demérito de resto/s no expropiado/s:

Ver cuerpo de decisión, especialmente el baremo allí establecido.

Liquidación:
5.267,00 metros cuadrados expropiados en pleno dominio x

1,277883 euros/metro cuadrado, 6.730,61 euros.
137,00 metros cuadrados expropiados en régimen de

servidumbre x 0,638942 euros/metro cuadrado, 87,53 euros.
5 por 100 de premio de afección sobre 6.818,14 euros, 340,91 euros.
Expropiación parcial: 7.789,00 metros cuadrados de superficie

no expropiada x 1,277883 euros/metro cuadrado x 30 por 100,
2.986,03 euros.

Total valoración: 10.145,08 euros.
N.º I.-6292


